LA INSTITUCIONALIZACIÒN DE LA EVALUACIÒN Y ACREDITACIÒN UNIVERSITARIA EN LA ARGENTINA
INTRODUCCIÓN
A través de diez breves capítulos este estudio propone un repaso informativo a la vez que un análisis crítico de la trayectoria de la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación (CONEAU) en el panorama institucional del estado y el sistema universitario de la Argentina. 


El recorrido es breve pero intenso y a través de su década y media reconoce dos etapas: la primera, entre 1996 y 2002, se destacó por establecer el cuño fundacional y la segunda, entre 2002 y 2009, por su consolidación en el despliegue rutinario de las funciones asignadas.


En su mayor parte, los asuntos abordados en los capítulos se asientan en la primera etapa, dado el interés que revisten y por aplicación, además, de la teoría según la cual la matriz originaria condiciona la vida posterior de las organizaciones
, aunque también se mencionan en algunos capítulos las derivas sobre la segunda etapa, en la cual se condensan  tanto las expectativas cumplidas como las nos cumplidas y los interrogantes sobre el futuro.


En cada apartado el trabajo presenta y desenvuelve un episodio significativo de la vida institucional, de manera que a través de todo el texto el lector alcanzará a ver un panorama de rasgos salientes, aunque no una descripción exhaustiva o sistemática de todos los aspectos.


Los primeros capítulos (1º al 5º) tienen que ver con el ambiente o entorno en que la CONEAU se instaló, los elementos del ambiente que absorbió para su desarrollo y las alteraciones o cambios que produjo. 
Los posteriores capítulos (6º al 9º) relatan el despliegue de cada una de las competencias principales que la Ley de Educación Superior de 1995 (LES)
 le confió para la evaluación y acreditación del sistema universitario. 
El último capítulo (10º) se refiere a la función internacional, es decir la participación de la CONEAU en iniciativas de cooperación e integración entre la educación superior de diversos países. Estas tareas no fueron encomendadas por la LES pero, como signo de los tiempos, alcanzaron un desarrollo considerable.
Capítulo 1º

FINANCIAMIENTO EXTERNO Y ESTADO NACIONAL
La Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria de la República Argentina (CONEAU) es una creación de la Ley 24.521, que entró en vigencia en agosto de 1995. Los debates y negociaciones que fueron necesarios para su sanción habían arrancado unos dos años antes. La así llamada Ley de Educación Superior fue uno de las manifestaciones de la prioridad política que el gobierno nacional del Presidente Carlos Menem (1989-1999) otorgara a la cuestión universitaria, una vez transcurrida la mitad de su primer mandato de seis años. 

Para aquel gobierno el endeudamiento externo era un eje clave de su esquema macroeconómico porque compensaba el déficit crónico en el balance de divisas del país. Por eso, otra expresión de la política universitaria fue el Programa de Reformas a la Educación Superior (PRES), un convenio celebrado con el BIRF en 1994, cuya fase preparatoria se remonta a 1986 y sufrió los vaivenes de la transición entre los presidentes Raúl Alfonsin y Carlos Menem, en 1989, y de las orientaciones del propio Banco Mundial
. El corazón del PRES fue el préstamo del Banco Mundial. La política pública emergente se configuró con notas sui generis: una gestación paritaria entre los negociadores argentinos y los funcionarios internacionales; su vertebración en torno al monto y el flujo de los desembolsos externos; y –no menos importante- la gestión de sus acciones ajustada a oficinas, procedimientos y decisiones establecidas a satisfacción del prestamista. El Fondo para el Mejoramiento de la Educación Superior (FOMEC) fue ese organismo tangencial al gobierno argentino, a través del cual se implementaron las principales medidas de aquella política.

La CONEAU fue una segunda pata del préstamo del BIRF.  En este capítulo se expondrán causas y razones comparadas que marcan la diferencia en el trayecto institucional entre FOMEC y CONEAU.  Las respectivas misiones eran separadas aunque complementarias. CONEAU debía evaluar a las universidades y programas; FOMEC debía proveerles financiamiento según una mecánica competitiva. La evaluación y acreditación venía discutiéndose entre el gobierno y las comunidades académicas desde varios años antes. Las inversiones eran vitales en un contexto de dilatada penuria presupuestaria.  El recurso a un préstamo externo era motivo de desconfianza, porque tanto su orientación general como las condicionalidades para su ejecución eran percibidas por el sentido común de muchos universitarios como un gobierno paralelo ejercido por una fuente de poder exógeno.
Ya que la CONEAU ejercería una influencia en el control estatal sobre la actividad universitaria fue necesario que se creara mediante una ley. El hecho de que el FOMEC distribuiría dinero del préstamo hacía inaceptable para el otorgante su pasaje por un debate parlamentario. Uno de los órganos requería plena legitimidad interna para establecerse; el otro se instalaría y funcionaría apoyado en su aptitud para disponer de fondos y aplicarlos en áreas que requirieran inversiones. El FOMEC era un programa a término y su inserción en el aparato del Estado debía ser tan tenue como fuera posible, para privilegiar un estilo de gestión basado en los concursos de proyectos, certificación de obras y monitoreo de resultados, prácticas no familiares a la administración pública regular. 
Si bien la lógica del PRES asociaba evaluación con financiamientos adicionales, lo cierto es que el circuito entre CONEAU y FOMEC nunca se establecería y más bien ambos se desarrollarán en un tenso paralelismo. La oficina de la CONEAU fue montada antes de que fueran designados los miembros formales. Un reglamento fue dictado con arreglo a los términos pactados en el “componente CONEAU” del convenio de préstamo con el BIRF. Los costos eran soportados en forma mixta entre el gobierno y el préstamo. Parte del personal reclutado y de los gastos era afrontado mediante una de las fuentes y otra parte por la restante. Entre mediados de 2005 y agosto de 2006, fecha en que fueron puestos en posesión de sus cargos los miembros de la CONEAU, se desarrolló un período embrionario, técnico y administrativo.
Esa etapa fue dirigida por un Director Ejecutivo, encargado del reclutamiento del primer grupo de funcionarios y empleados. El origen del Equipo Técnico de CONEAU es, entonces, previo a la Comisión como tal. Así como ocurriera con el FOMEC, esas condiciones permitieron la contratación de personal joven, capacitado y competente. La identificación de los postulantes era a través de mecanismos de búsqueda por cooptación, pero las credenciales debían ser títulos de grado con altas calificaciones, sumadas a estudios de posgrado afines a la gestión moderna de instituciones públicas. De hecho, dos maestrías de la Universidad de Buenos Aires se destacaron como carta de presentación para los candidatos: la de Gestión de la Ciencia y la Tecnología del Centro de Estudios Avanzados y la de Administración Pública de la Facultad de Ciencias Económicas.
Pero, como puede imaginarse, la integración formal de la Comisión el 10 de agosto de 2006 hizo entrar en crisis el diseño organizacional acuñado en la etapa embrionaria. Los miembros designados, con el texto de la ley en la mano, no tardaron en gestionar ante el Ministerio algunos cambios en la reglamentación, la reformulación y más adelante la supresión de la Dirección Ejecutiva y, también, la revisión de los términos del convenio de préstamo con el BIRF en lo atinente al funcionamiento de CONEAU.

El conflicto en torno a la figura del Director Ejecutivo quedó prefigurado desde el texto de la norma reglamentaria (Decreto P. E. N º 173/1996). La CONEAU era reconvertida en un organismo manejado por dos instancias: por un lado el gobierno, a cargo de la Comisión de 12 miembros creada por la Ley 24.521 y, por el otro, la gestión, a cargo de un Director Ejecutivo, un funcionario con un perfil que coincidiera con el exigido por el BIRF para la línea de funcionarios argentinos encargados de la gerencia de sus proyectos. El decreto es claro: organizar los procesos, dirigir y supervisar las tareas del personal, así como elaborar el presupuesto anual eran tareas del Director Ejecutivo. 
En su primera sesión la Comisión designó como Presidente al representante del Ministerio de Educación Emilio Fermín Mignone. Mignone fue presidente hasta su fallecimiento en diciembre de 1998. Figura central del movimiento de lucha por los derechos humanos contra la Dictadura Militar instaurada en 1976, Mignone era un reconocido especialista en política educacional.
 En ese carácter había observado el funcionamiento del sistema estadounidense de evaluación y acreditación universitaria y estaba convencido de su adaptabilidad a la educación superior argentina. Durante años hizo una prédica en ese sentido, hasta que los debates preparatorios de la Ley de Educación Superior dieron la oportunidad para que su voz fuera escuchada.
Emilio Mignone fue en todo sentido el fundador de CONEAU porque asesoró en la redacción del texto legal, representó al Poder Ejecutivo en su primera composición y fue elegido por sus pares para presidirla. Además su labor se caracterizó por una combinación justa entre una firme determinación para la acción y un espíritu componedor, capaz de escuchar con paciencia y respeto los diferentes puntos de vista para proponer siempre salidas superadoras.
Liderada por Mignone, la Comisión gestionó con éxito varias modificaciones en la reglamentación y, en consecuencia, el rediseño organizacional de CONEAU. Entre ese conjunto de iniciativas figuran tanto el gobierno y gestión del organismo cuanto la ejecución del componente respectivo del préstamo del BIRF.
En el primer aspecto, la noción de la Comisión como Consejo Directivo de la CONEAU fue eliminada. Por lo tanto, los doce comisionados encarnaron de manera colegiada las funciones y actividades que la Ley de Educación Superior les encomendara, subordinando al Equipo Técnico como el tejido de profesionales y empleados que ejecuta sus directivas, coordinando y apoyando el trabajo sustantivo de los académicos y expertos, quiénes como integrantes de comisiones asesoras o comités de pares ponen en práctica las evaluaciones.
En el segundo aspecto, fue necesario modificar el Documento del Préstamo. Mignone gestionó y obtuvo que el Ministerio de Educación solicitara las enmiendas para garantizar que la Unidad Ejecutora, representación administrativa del BIRF en Buenos Aires y entidad encargada de emitir los dictámenes que posibilitaban contrataciones y otros desembolsos, no tuviera injerencia alguna en el planeamiento y desarrollo de las funciones y múltiples actividades de CONEAU, limitándose a financiarlas si  coincidían con los fines y objetivos acordados.

Esa doble delimitación de competencias permitió que la CONEAU, bajo la entera responsabilidad política y administrativa de sus doce miembros, afrontara con independencia de criterio las inéditas tareas y los difíciles pronunciamientos sobre la calidad universitaria que de ella se esperaban.
Sobre el fin de este período FOMEC había desaparecido, la evaluación final del proyecto BIRF
 registra las actividades cumplidas y el impacto sobre el sistema de educación superior tanto como el de su componente CONEAU que, sin embargo, mantiene su vigencia e importancia ya bajo completa financiación del presupuesto público.
La diferencia entre ambos organismos, visto el mediano plazo de su desarrollo, reside en el arraigo que cada uno de ellos tenía previsto y consiguió en la estructura del estado. Si se trataba de un tejido diferente, débilmente acoplado a la gestión pública y expuesto a liquidación una vez agotados los recursos o, antes aún, los plazos pautados - tal fue el caso del FOMEC-; o si era una construcción institucional con la misión de atender en forma continua funciones necesarias para el desenvolvimiento de los establecimientos y programas en la base del sistema universitario.

Capítulo 2º

AUTONOMÍA UNIVERSITARIA Y LEGISLACIÓN FEDERAL
Al comienzo del ciclo democrático las universidades nacionales fueron intervenidas con el firme propósito de cambiar la configuración de la educación superior heredada de la dictadura militar.  El mapa de esa política era la tradición surgida de la Reforma Universitaria de 1918. La autonomía de cada universidad; su gobierno compartido entre docentes, graduados y estudiantes; la plena libertad académica fueron las consignas centrales para aquella época.
Primero, un decreto presidencial y, en seguida, la Ley 23.158 de 1984 organizaron esa primera etapa, trazando un plan de normalización al cabo del cual las universidades nacionales debían regirse por autoridades elegidas según sus propios estatutos. Transcurridos los 24 meses otorgados en aquel régimen de transición las veinticuatro universidades públicas de entonces estuvieron gozando de su autonomía. 


Durante el lapso que corre entre 1986 y 1995, en medio de una severa penuria financiera, las universidades se desenvuelven con dinamismo y logran avances importantes en su democratización y también en su calidad académica pero hay una amplia coincidencia en torno a que existe un “vacío legal”. La Ley de Normalización había cumplido su plazo y la correlación de fuerzas parlamentaria, desfavorable al gobierno del Presidente Raúl Alfonsín (1983-1989), no permitió sancionar una ley permanente. Existía sí una Ley de Régimen económico financiero que por cierto no bastaba. 

Aún cuando todos reconocieran la necesidad de la norma, el proceso de elaboración fue controvertido y polémico. Durante la década de los 90, bajo la presidencia de Carlos Menem, el giro neoliberal de las políticas suscitaba una aguda polarización. Amplios sectores del mundo universitario, encabezado por sus autoridades, recelaban de las intenciones del Poder Ejecutivo sobre todo en cuanto a si sería respetada o no la autonomía de las universidades públicas. 
La polarización se alimentaba también del conflicto político ya que el peronismo en el gobierno militaba en una tradición doctrinaria contraria a la Reforma Universitaria. La práctica histórica de sus gobiernos, en especial las dos primeras presidencias de Juan D. Perón entre 1946 y 1955, había sido centralizadora y refractaria hacia el movimiento universitario. Entre tanto, la oposición política, en especial el radicalismo, que tenía una importante inserción entre los rectores de las universidades nacionales ejercía control sobre el Consejo Interuniversitario Nacional (CIN).
Entre el gobierno, representado por la Secretaría de Políticas Universitarias, y el CIN, en el cual destacaba el liderazgo de la Universidad de Buenos Aires, se desarrolló un proceso de consulta y debate informal de la futura Ley de Educación Superior. Desde 1993 circulaban “borradores” que iban recogiendo inquietudes, ensayando variantes y circunscribiendo los temas de disenso, mientras un sinfín de especulaciones se tejían en torno a las intenciones y posibles repercusiones encerradas en los textos.
Interesa reseñar aquí lo atinente a la evaluación y acreditación universitaria. Cabe señalar, en perspectiva comparativa, que la Argentina se cuenta entre los primeros países de América Latina que empleó una ley de la Nación para crear el organismo oficial que administrara este nuevo mecanismo de garantía pública de calidad y que, por ende, institucionalizó esas actividades como funciones estatales formales de su sistema de educación superior. 

Los dos ejes en torno a los cuales se desplegó la negociación –tanto en su fase previa como en el trámite en ambas Cámaras del Congreso- fueron: primero, la composición y, segundo, las atribuciones del nuevo organismo. En ambos aspectos la cuestión a zanjar era que el montaje de las nuevas instancias centrales del sistema no lesionara la autonomía universitaria.
Acerca de la naturaleza jurídica del organismo se discutió mucho. Quiénes pensaban la autonomía de las universidades públicas como una prerrogativa corporativa con respecto al Estado en general, sostenían la necesidad de instituir una agencia extra-poder, pública no estatal. En cambio, quienes definían la autonomía como una defensa frente al desborde de autoridad del Poder Ejecutivo aceptaban una radicación en sede del Congreso. Pero la escasez de antecedentes (sólo la Auditoría General de la Nación creada por la Constitución Nacional de 1994 reviste ese carácter) y las previsibles dificultades operativas, persuadieron de la necesidad de ubicarla en el ámbito del Ministerio de Educación.

Dos recaudos balancearían esa dependencia: por una parte, el régimen descentralizado para su administración y, por la otra, que la mitad de los miembros serían designados por el Poder Ejecutivo a propuesta de las Cámaras del Congreso, otros cinco a propuesta de entidades académicas y sólo uno por iniciativa del Ministerio de Educación. 
 El decreto reglamentario complementó el dispositivo disponiendo: “… los miembros… ejercerán sus funciones a título personal y con total independencia de criterio” (Artículo 2 º Decreto Nº 173/1996). Quedaba claro que la membresía no implicaba una representación, que tampoco podía exigirse el cumplimiento de instrucciones emitidos por el cuerpo proponente, ni la rendición de cuentas ante éste.
Las funciones principales eran cuatro: 1- la confección de informes para que el Ministerio de Educación concediera las autorizaciones provisorias y los reconocimientos definitivos de los proyectos de creación de universidades privadas y, también, de informes sobre la viabilidad del proyecto institucional de las nuevas universidades públicas creadas por el Congreso; 2- la evaluación externa cíclica de las universidades, posteriores a su autoevaluación; 3- las acreditaciones cíclicas de todas las carreras de posgrado; y 4- las acreditaciones cíclicas de las carreras de grado profesionales que fueran declaradas de interés público.
Como se advierte, un repertorio amplio y diverso de acciones, todas relevantes para los establecimientos y para ciertas enseñanzas clave brindadas en éstos. En cada función, la sospecha de que se ejerciera una superintendencia sobre las universidades estaba abierta y suscitaba desconfianza. Tanto en el caso de las evaluaciones externas como en el de ambas acreditaciones la CONEAU podía erigirse en una autoridad por encima de la autonomía universitaria con poder para bloquear o revocar decisiones académicas o de política universitaria. 
En 1994 una reforma constitucional introdujo una cláusula específica sobre la potestad del Congreso de la Nación para dictar leyes sobre educación en general y, en especial, sobre las universidades nacionales de modo tal que “garanticen los principios de gratuidad y equidad de la educación pública estatal y la autonomía y autarquía de las universidades nacionales”
. 

Era preciso clarificar acerca de que los miembros de CONEAU deben ser seleccionados entre un personal que pertenezca a la universidad (“personalidades de reconocida jerarquía académica y científica”, dice la Ley y el Decreto reglamentario enmienda: “de reconocida jerarquía en el campo académico, científico o de gestión institucional”); también que los juicios evaluativos serían emitidos por equipos de pares académicos de alto nivel, con antecedentes relevantes, que las universidades podrían recusar con causa justificada.

Además, los criterios con los cuales se llevan a cabo las evaluaciones no son establecidos en forma unilateral por la CONEAU. Por el contrario, serán las propias universidades, a través de sus misiones y objetivos oficiales, las que darán a los evaluadores el referente evaluativo contra el que contrastar sus indagaciones para la evaluación externa. Y es el Consejo de Universidades
, un órgano consultivo nacional formado por rectores de universidades públicas y privadas el que aprueba los estándares o patrones con los cuales los pares evaluadores dictaminarán sobre la acreditación o no de las carreras de posgrado y de las de grado de interés público.
Muchas universidades públicas acudieron a los estrados judiciales en ocasión de la sanción de la Ley de Educación Superior. En la mayoría de los casos se defendía el contenido de los estatutos universitarios contra impugnaciones que en nombre de la nueva norma el Ministerio de Educación hacía ante Tribunales Federales de las diversas regiones geográficas. El núcleo ideológico y político de esa controversia giraba casi siempre en torno al ingreso directo de estudiantes secundarios a las aulas universitarias y a la gratuidad de la enseñanza de grado. Ambas políticas impulsadas por muchas universidades públicas orientadas por la oposición radical y socialista, eran impugnadas por el gobierno justicialista con arreglo al giro neoliberal que había impregnado sus políticas. 

Sin embargo, el caso judicial más resonante y con consecuencias políticas más duraderas fue el que la Universidad de Buenos Aires entabló contra los Artículos 42 y  43 de la Ley
. Esta última es una cláusula en la que una serie indeterminada de carreras cuyas profesiones respectivas estuvieran reguladas por el Estado y que, en su ejercicio, pusieran en riesgo valores jurídicamente protegidos, tendría un régimen de reconocimiento de sus títulos en el que la acreditación periódica sería decisiva. 
El curso de ese trámite judicial fue curioso. La UBA obtuvo, en primera instancia, un fallo declarativo de inconstitucionalidad y el Ministerio de Educación, debido a una evidente negligencia de su servicio legal, omitió interponer el recurso de apelación con lo cual la decisión pasó en autoridad de cosa juzgada. En consecuencia la UBA –no así las otras universidades- puede escudarse en la orden del juez para no exponer sus carreras de grado y posgrado a la evaluación externa, eludiendo así el riesgo implícito de cualquier proceso de acreditación.  Ya veremos que la UBA usó de ese privilegio de manera selectiva y que eso determinó que el nuevo mecanismo de garantía pública de calidad operara como un trato inequitativo hacia el grueso de las universidades públicas y privadas, que están obligadas a cumplirlo.
Capítulo 3º

SISTEMA UNIVERSITARIO Y POLITICA DE PARTIDOS

Escuchemos a un  ex rector de la Universidad de Buenos Aires (entre 2002 y 2006) expresar su opinión sobre la marcha de la evaluación y acreditación en la Argentina: “Pero, en el caso local, ha adquirido un claro sesgo político que, aunque algunas veces se ha tratado de disimular, aparece a poco que se analicen algunos comportamientos de los actores del sistema. Considero que debería existir algún mecanismo de evaluación y acreditación, pero este debería estar lo más alejado posible de intereses político-partidarios, lo que no siempre ha sucedido en el esquema con que ha funcionado la CONEAU. Más allá de la competencia personal de sus integrantes, es preciso recordar que las representaciones parlamentarias en su seno responden a la distribución de mayorías y minorías. Inclusive, una lógica política similar ha guiado la representación en organismos presuntamente técnicos, como la de los cuerpos que reúnen a los rectores.”

Más allá del destacado protagonismo de su autor, el testimonio revela una impugnación bastante extendida contra la CONEAU, que podría sintetizarse en que no es un organismo genuino para tomar parte en las cuestiones académicas. Como es explícito, el carácter espurio provendría de un contagio con la política, hecha la aclaración de que la toxicidad es transmitida por una versión deformada de ésta: la política partidaria.
Ya mencionamos el peso del partido gobernante en las intervenciones normalizadoras de las universidades públicas en los dos primeros años de la transición democrática. Ese dispositivo de mediación y articulación continuó reflejándose en los elencos de las universidades ya autónomas. Era de articulación hacia las diferentes esferas del Estado y era de mediación interna con las comunidades disciplinares, el cuerpo académico, el movimiento estudiantil y el gremio de empleados.

Esa fue la matriz en que se acuñó un sistema institucional y político si no en todas en la mayoría de las universidades nacionales. En condiciones reformistas ideal típicas una universidad pública es analógica a una república. El pluralismo de sus preferencias internas se agrupa a través de tendencias más o menos estables que disputan el predominio en los cuerpos colegiados y procuran instalar a sus cuadros o referentes en rectorados o decanatos.
En nuestra trayectoria institucional la operación del modelo reformista puede observarse durante el lapso que corre entre 1956 y 1966. Sin ninguna injerencia significativa de los partidos políticos la división en tendencias o agrupaciones, su competencia –a veces facciosa- por el control sobre rectorados, decanatos, cuerpos colegiados y aún sobre los cuadros administrativos era un fenómeno habitual. La diferencia con el actual ciclo democrático reside, en todo caso, en que las corrientes políticas internas se alinean con los partidos que protagonizan el sistema político de la nación. 

Ese rasgo empieza por caracterizar al movimiento estudiantil, cuya organización democrática y participativa en los centros y federaciones estudiantiles es proverbial de la Argentina.
 En efecto, a partir de la década de los setenta la política estudiantil empieza paso a paso a reflejar la política nacional. Hasta mediados de los sesenta los partidos estudiantiles habían sido combinados de amplio espectro de las militancias externas a la universidad (v. g.: en la UBA, el humanismo vs. el reformismo). Después, los pequeños partidos de izquierda revolucionaria que poca representatividad tenían entre la ciudadanía llegaron a ostentar un protagonismo inusitado entre los estudiantes, al punto que las agrupaciones ligadas al Partido Comunista eran consideradas la “derecha”. Desde ya, poco democráticos, estos grupos generaban una excentricidad estructural de la política universitaria que mal podía cumplir tareas de articulación y mediación, en los momentos en que éstas eran más necesarias.  En los años ochentas aquella transformación de la política universitaria se encuentra ya plasmada. 

Es innegable que lo que nuestro testigo percibe como un conjunto de distorsiones que degeneraron el funcionamiento universitario tiene bastante de verdadero. En diversos grados, el hábito político de las clientelas tomó a la universidad como campo de operaciones. No se registraron tantos episodios  de corrupción, pero sí mucho de aquello que Ortega y Gasset llamaba “chabacanería”, para pintar la universidad española de su tiempo
. 
La pregunta es si, a la luz de la experiencia histórica y comparada, puede esperarse que la universidad pública –al amparo de su “torre de marfil”- quede a salvo de esas contingencias. Nuestra respuesta es que sería muy difícil. Centrar la mira en las distorsiones y no apreciar el contexto de las alternativas disponibles y de la gestación socio-histórica de las instituciones equivale a errar el rumbo del análisis.
  Además, la debacle económica y la paralela crisis política de 2001-2002 tienen mucho que ver en este cruce de opiniones. Los partidos políticos conducían el país mientras las condiciones del colapso se iban incubando y, una vez producido el estallido, amplios sectores sociales identificaron al personal de los partidos y a las propias instituciones como culpables de tanta adversidad. Por fortuna el apoyo popular a la democracia como forma de gobierno se mantuvo en un nivel alto. 
Las elites más tradicionales, económicas e intelectuales, como siempre alejadas de los partidos propusieron con vehemencia a través de los medios de comunicación una democracia que prescindiera de las organizaciones partidarias, centrándose en los candidatos y en su representación no mediada de intereses e inquietudes colectivas. 

Transcurridos ya varios años desde el pico de la crisis, la cuestión de cómo organizar la sociedad política, el reconocimiento de que los partidos políticos nacionales son indispensables para el régimen republicano democrático sigue en debate. No obstante, los partidos empiezan a rehabilitarse. Desde luego lo lograrán sólo si se renuevan y reconocen errores y  si esas rectificaciones se tornan convincentes a los ojos de los ciudadanos comunes. 
Pero, veamos a través de algunos datos el grado en que la política de partidos influyó en la CONEAU. Los miembros de la CONEAU se renuevan cada cuatro años aunque pueden reiterar sus períodos sin limitación. En el curso de sus catorce años de existencia en la CONEAU se han sucedido varias integraciones con un total de 35 personas. 
Entre ellas, cuatro personas fueron propuestas a través de los años por el Ministerio de Educación, que cuenta con un escaño; la Academia Nacional de Educación y el Consejo de Rectores de Universidades Privadas propusieron tres personas renovando el único lugar que tienen cada uno de éstos. Por su parte el Consejo Interuniversitario Nacional propuso a diez personas en los tres lugares de que dispone. La Cámara de Diputados llenó sus tres escaños con diez personas y la Cámara de Senadores recurrió a cinco propuestas para renovar las suyas. Los únicos miembros que estuvieron en funciones desde el comienzo hasta la actualidad son dos propuestos por el Senado.

Dado que el decreto reglamentario dispone que los organismos que nominen candidatos “…deberán procurar que la propuesta se integre con especialistas de distintas áreas del conocimiento y vinculados a distintas regiones del país” (Artículo 3, Decreto N ª 173/1996), veamos el desempeño de esas variables.
Provienen del área metropolitana de la Ciudad de Buenos Aires y el Gran Buenos Aires diez y ocho personas mientras que diez y siete son residentes en el interior del país.

La ciencias de la salud y las ciencias básicas aportaron cada una dos miembros; las ciencias aplicadas aportaron tres y las humanidades cuatro. El mayor número se concentró en las ciencias sociales (consideradas en sentido ampliado) con veinticuatro miembros; entre ellos diez pertenecen al derecho, seis a la sociología, cuatro a la educación, tres a la economía y uno a la ciencia política.
Los presidentes, elegidos cada año por el plenario de doce miembros, fueron cinco. En dos oportunidades se trató de personas designadas a propuesta del Ministerio de Educación y en otras tres ocasiones el puesto recayó sobre personas designadas a propuesta de alguna de las Cámaras del Congreso. Cuatro de los cinco presidentes eran militantes políticos activos, tres pertenecientes al justicialismo y uno al radicalismo.
Del conjunto de miembros diez y seis tienen como antecedente haber sido rectores de universidades y siete se habían desempeñado como Ministros, Secretarios o Subsecretarios en el área educacional del gobierno. Tres, por su parte, fueron Secretarios en el área educacional del gobierno después de su paso por la CONEAU.
En cuanto al dato central, veintitrés miembros ostentaban militancia política al momento de ser designados: quince de ellos en el justicialismo, ocho en el radicalismo, uno en un tercer partido y otros once no tenían filiación política activa. Entre los nueve propuestos por el CIN sólo uno era independiente; todos los propuestos por la Academia de Educación y por el CRUP eran independientes. También lo eran dos de los cuatro propuestos por el Ministerio de Educación y uno de los propuestos por el Senado.
Si bien los números confirman la impresión sobre la politización de la CONEAU no muestran, en cambio, una hegemonía del personal político. La influencia de las universidades del interior del país es alta, no obstante lo cual la región metropolitana es la que concentra la mayor ponderación individual. En cuanto a la distribución por áreas disciplinares dista de ser la ideal, notándose el peso exagerado de los abogados, clásico por otra parte en funciones de conducción estatal y la escasa presencia de exponentes de las ciencias aplicadas.
Sabido es que no se puede probar un hecho negativo pero cabe la conjetura sobre si un conjunto aséptico de académicos hubiera podido poner en marcha la CONEAU a través de las vicisitudes del escenario público y los climas universitarios desde 1996 hasta ahora. Lo comprobable es que una construcción concreta de capacidades estatales tuvo lugar en este campo y que en eso participaron un buen número de personas con compromiso político. A la par de los caracteres esperables, relativos a la confrontación y la acumulación de poder, pudieron figurar también otros más edificantes: mediar entre visiones e intereses encontrados y articular unas con otras las esferas de poder y recursos del gobierno, el parlamento y la universidad, con sus diversos estamentos. 

Capítulo  4º 

BUROCRACIA CENTRAL Y GARANTÍA PÚBLICA DE CALIDAD
Ya mencionamos que la Ley de Educación Superior de la Argentina fue la primera en instaurar la evaluación y acreditación en un país de América Latina, convirtiéndola en pieza clave de su mecanismo nacional de garantía pública de la calidad. Pero es interesante detenerse un minuto para advertir que esa decisión política, una vez plasmada en el orden jurídico, requirió por parte del aparato estatal una compleja serie de adecuaciones.
Las naciones latinoamericanas, como las europeas, organizan sus instituciones públicas centrándose en el Estado. Su principio es que la sociedad civil interviene sólo si los organismos oficiales no pueden hacerse cargo de una función determinada. En el campo de las universidades y de las profesiones cuyos cuadros deben formarse con exclusividad en los claustros rige un régimen de orden público. Éste comprende por lo menos dos atribuciones: la creación o autorización de las universidades y el reconocimiento de los títulos para su validez legal
.
En el caso argentino se discutió varias veces si la titulación académica debía habilitar en forma directa para desempeñar las actividades reservadas a una profesión. La conclusión fue siempre la misma, incluso a mediados de la década de los noventa cuando estaba en trámite la futura Ley 24.251: el diploma otorgado por la universidad importa el derecho a ejercer la respectiva profesión.
           Así las cosas el control de legitimidad sobre los actos formales de autoridades y funcionarios universitarios debe ser asumido por un órgano público. En el Ministerio de Educación de la Argentina una oficina llamada Dirección Nacional de Gestión Universitaria (DNGU) absorbe esas competencias
.
            Desde 1986, lograda la plena autonomía de las universidades públicas, un progresivo malestar se fue manifestando contra el funcionamiento de la DNGU. Las exigencias de esa repartición cada vez que los rectores y decanos gestionaban el título para una nueva carrera universitaria eran discutidas. Su legitimidad académica era objetada, aún cuando en muchos casos formulaba críticas razonables, basadas en la experiencia administrativa y en consultas a expertos. Las universidades privadas tal vez protestaran menos, acostumbradas como estaban a la idea de la tutela estatal. La UBA, en cambio, era la más rebelde contra aquellas rutinas, al punto que venía de antiguo la costumbre de que sus carreras no fueran presentadas ante el centro de control e igual emitieran sus diplomas, que desde ya solían circular y ser efectivos por encima de las normas.
            El entorno de aquellos años, promediando la década de los noventa, marcaba una coincidencia entre la corriente neo liberal y desreguladora asentada en el gobierno justicialista y el tono airado de las universidades en reivindicación de su autonomía, en el sentido de una demanda foral corporativa pero también como un fastidio contra la inspección burocrática de estilo tradicional. Esa era la oportunidad justa para que prosperara un proyecto de implantación del sistema estadounidense de evaluación universitaria en sus dos manifestaciones: la evaluación de los establecimientos al estilo  de como lo practican las acreditadotas regionales norteamericanas -v. g. New England Association of Schools and Colleges (NEASC)- y la evaluación de los programas de formación profesional al estilo de lo que hacen las agencias especializadas con alcance nacional en aquel país –v. g. Accreditation Board for Engineering and Technology (ABBET)-. Esos procedimientos de análisis externo de la calidad universitaria recurren a pares académicos para opinar con periodicidad acerca de si una institución o carrera cumple condiciones y requisitos especificados de antemano en un catálogo técnico.

             Pero sustituir el sistema tradicional por uno nuevo, copiado de la realidad estadounidense, era una quimera que podía descartarse enseguida. Aquel mecanismo se apoya en una tradición institucional sui generis, la de una nación centrada en su sociedad civil en la que el gobierno, en particular el federal, actúa sólo cuando las iniciativas civiles están desbordadas.  En nuestro medio se trataba de adoptar la novedad, adaptándola todo lo necesario para que sea viable
. 

            Introducir la evaluación y acreditación, sin ir más lejos, requiere una ley del estado nacional. Tiene que empezar por ser un sistema obligatorio y estatal. Sus ventajas son varias: es colectivo y no individual, apunta a estudiar y pronunciarse sobre asuntos objetivos verificables (reales) y no sólo legales hipotéticos (formales), es temporal y no indefinido, es experto y no administrativo.
             Al tomar la opción, la Ley de Educación Superior dedica una de sus secciones al Régimen de títulos
. El tratamiento es el siguiente: 
       -primero, otorga a las universidades el monopolio de los títulos de grado de licenciado y profesionales equivalentes, así como los de posgrado de magíster y doctor; 
       -segundo, las carreras de posgrado, incluidas las de especialización, deben ser acreditadas ante la CONEAU, la cual aplicará estándares y patrones aprobados por el Ministerio de Educación en consulta con los rectores universitarios;
       -tercero, asigna al Ministerio la potestad de reconocer los títulos para que éstos cobren validez nacional; liga el valor académico de los títulos otorgados con la habilitación para ejercer la profesión; 
       -cuarto, asigna a las universidades la atribución de fijar qué conocimientos y competencias son certificados en la titulación, con la sola obligación de respetar la carga horaria mínima fijada por el Ministerio; 
       -quinto, encarga al Ministerio elaborar una nómina circunscripta de títulos de interés público, integrada por aquellas profesiones reguladas por la legislación que, además, pongan en riesgo la salud, la seguridad, los derechos, los bienes y la formación de la población; y 
       -sexto, este subconjunto de títulos deberán, como requisitos adicionales, satisfacer contenidos básicos curriculares y criterios de intensidad de la formación práctica dispuestos por el Ministerio y atravesar una acreditación periódica de la CONEAU, que aplicará estándares y patrones aprobados por el Ministerio en consulta con los rectores universitarios.

              Como se advierte, el régimen tradicional de control queda combinado con el nuevo mecanismo de evaluación y acreditación. El trabajo de proveer al público una garantía oficial de calidad queda distribuido entres dos agentes principales: la nueva agencia de evaluación, CONEAU, y el Ministerio, representado por su DNGU, mientras que las universidades autónomas tienen responsabilidades propias con respecto al contenido de los títulos. Son para eso más libres en las carreras de grado no sujetas a acreditación, mientras que no lo son tanto en las declaradas de interés público y en las de posgrado. Pero esa restricción a la autonomía está balanceada por el hecho de que las normas de calidad, con las cuales se gestiona la indispensable acreditación, se elaboran con la participación y aquiescencia de los propios rectores aunados en un Consejo de Universidades (CU).

              Una vez entendida la necesidad de articular su labor con el Ministerio de Educación, la CONEAU inició un proceso de reflexión para acordar el rediseño de los procedimientos de control y acreditación de las carreras. Encomendó algunos trabajos de consultoría
 e invitó a una reunión técnica al Ministerio, al CIN y al CRUP, reunión que se realizó en septiembre de 1997.  

              Los intercambios allí realizados fueron ilustrativos de los inéditos problemas de acople entre actividades dotadas de lógicas propias que, sin embargo, se encuentran asociadas porque sus efectos recaen sobre una misma área de la realidad social. La necesaria convergencia demandaría sucesivos arreglos interinstitucionales. Esa coordinación tenía que resolver, primero, la secuencia de intervención de los organismos y, segundo, el modo de prestación del servicio requerido por las universidades.

              La LES estableció que la acreditación debía ser previa al reconocimiento oficial de un nuevo título. Pero implementar la acreditación era un proceso complejo que necesitaba elaborar las normas técnicas de calidad y acondicionar la CONEAU para que ponga a punto sus procedimientos. De allí que se resolviera atender a los pedidos de creación de nuevas carreras mediante un régimen de transición durante el cual la DNGU emitiría el “reconocimiento oficial provisorio” del título por dos años hasta que una acreditación permitiera convertirlo en definitivo
.

              Años más tarde, en 2001, un nuevo arreglo llevó a invertir aquel orden, encomendando a la CONEAU la “acreditación al solo efecto del reconocimiento oficial provisorio” de los trámites de las universidades que proyectaban una nueva carrera de posgrado y también de grado, en la medida en que iban siendo declaradas de interés público. La decisión recargó el caudal de tareas de la CONEAU, ahora implicada en la función de dictaminar sobre la calidad prometida y la factibilidad de proyectos de carreras, en medio de un crecimiento exponencial de la oferta de carreras de posgrado en el país.

                La otra arista de este enlace se refiere a que la DNGU atendió siempre las solicitudes una a una y en el momento en que se suscitaban, iniciando un expediente con pasos que se completaban hasta el dictado de la correspondiente resolución. La CONEAU, en cambio, introduce como modalidad de trabajo innovadora las convocatorias, que constan de breves lapsos de inscripción en las que todas las universidades interesadas en impulsar carreras de cierto tipo o temática tienen la oportunidad de hacerlo, pasada la cual quedan en espera de la siguiente según un programa establecido. En el caso de este tipo de dictámenes, la CONEAU convino con el Ministerio un cronograma que determina una fecha anual tope para la presentación de propuestas, con el compromiso de que todas las definiciones pertinentes serán tomadas juntas y con tiempo para que, de resultar positivas, puedan iniciarse actividades académicas al comienzo del año siguiente
.
Capítulo 5º

AGENCIA PÚBLICA Y AGENCIAS PRIVADAS
Cuando la Ley de Educación Superior crea la CONEAU prevé, al mismo tiempo, la posibilidad de que el Ministerio de Educación reconozca entidades privadas constituidas para fines de evaluación y acreditación universitaria. De las cuatro principales funciones asignadas a la CONEAU, dos de ellas podían ser compartidas con estas agencias privadas: la evaluación externa y la acreditación, tanto de posgrados como de carreras de grado de interés público. Las restantes funciones (dictámenes de viabilidad y consistencia para el proyecto institucional de nuevas universidades públicas y la autorización y reconocimiento de las iniciativas para nuevas universidades privadas) quedaban en exclusiva para CONEAU.
                ¿Por qué el legislador concibió estos sucedáneos privados de la CONEAU? La respuesta debe buscarse en la atmósfera que rodeó el debate parlamentario Una vez aceptada la conformación de un sistema de evaluación y acreditación universitaria y reconocido que debía ser un organismo estatal, entre autoridades de las más diversas instituciones universitarias cundió la desconfianza hacia un poder central más fuerte y concentrado que pudiera interferir la libre determinación que caracterizaba a los establecimientos.

                Los directivos de algunas universidades privadas abogaban por una importación más lineal del modelo norteamericano de agencias que, como se sabe, son entidades civiles. Entre las grandes universidades públicas, encabezadas por la UBA, circulaba la idea de que a través de una fundación de derecho común ellas podían prestar el servicio de evaluación y acreditación, reafirmando el predicamento sobre el resto de los establecimientos. 

                Ambos vectores sumaron su peso al del Ministerio de Educación, por entonces con notorias simpatías privatistas, para convencer a los legisladores de incorporar esa variante institucional. Con el diseño de un doble circuito de ofertas de evaluación y acreditación, las resistencias cedieron porque en el imaginario de cada grupo se dibujó una estrategia de amortiguación de las exigencias de calidad y control externo.

                El caso de México debió servir como antecedente. Una vez celebrado en 1994 el Tratado de Libre Comercio de América del Norte y estimulados por la posibilidad de que sus títulos universitarios fueran aceptados por Estados Unidos y Canadá, los mexicanos iniciaron la creación de un sistema nacional de acreditaciones
. El Gobierno Federal timoneó la iniciativa bajo la premisa de que agencias acreditadoras de cada especialidad profesional se constituirían para ofrecer el servicio, que las universidades tomarían en forma voluntaria. Incipiente como era por entonces, el desarrollo mexicano de la acreditación ya contemplaba las entidades privadas, especializadas y, aunque auspiciadas por el Estado, no obligatorias para las universidades. 
                El modelo argentino, en cambio, se afianzaría a través de acreditaciones obligatorias y una Comisión Nacional central, dedicada a varias funciones de evaluación y a la acreditación en los dos niveles de las múltiples disciplinas comprendidas. El circuito paralelo de las entidades privadas con reconocimiento oficial hasta ahora no prosperó; veamos cómo viene dilatándose su implementación y porqué.
                A través de un primer decreto reglamentario (N º 499/1995) el Ministerio restringió el reconocimiento de entidades privadas a aquellas formadas por asociaciones de universidades o de facultades. Estas últimas sólo podrían actuar sobre carreras de grado y posgrado afines a su área disciplinaria. El estatus creado por el decreto duró cuatro años durante los cuales hubo un solo interesado, una entidad dedicada a la certificación de especialidades médicas cuya solicitud fue dictaminada en sentido negativo por CONEAU. 

                Se nota aquí una impronta mexicana, la idea de que alguna elite disciplinaria podía asumir la tarea social y pública de cuidar la calidad de las propuestas universitarias en su esfera de competencia. Pero la objeción no se hizo esperar; desde la misma CONEAU y sectores ya comprometidos en el desarrollo de sus primeras actividades surgía la objeción acerca de si estas organizaciones interesadas podían ser imparciales en el aseguramiento de la calidad. La pauta cultural de que el Estado es el encargado natural de tutelar la esfera pública se imponía una vez más.

                La segunda reglamentación fue en 1997 (Resolución ME Nº 1807/97). Allí se disponían algunas exigencias novedosas. Por ejemplo, las futuras agencias privadas debían formar un órgano colegiado separado de la persona jurídica fundadora, que tendría estabilidad durante su designación; un tercio de sus miembros sería propuesto por las academias nacionales y otro tercio no podía tener relación de dependencia con ninguna institución universitaria.  Otra exigencia era que la CONEAU las revisaría a los tres años y luego cada seis años para renovarles el reconocimiento oficial.

               En el ínterin, varias universidades concurrieron a la CONEAU para su evaluación externa y presentaron para acreditación sus posgrados de suerte que el despliegue del aseguramiento de la calidad iba disipando los fantasmas iniciales y generando una predisposición a participar, no exenta de tensiones. Pese a la reticencia de la UBA hacia la CONEAU, las universidades públicas fueron olvidando el proyecto de montar una agencia propia y, con respecto al sector privado, una parte de estas universidades se iba amoldando a las exigencias mientras que otro grupo no acudía a las evaluaciones externas e intentaría fundar su propia agencia.
                En 2002 la CONEAU dictaminó a favor del reconocimiento oficial de la primera agencia privada, Fundación Argentina para la Evaluación y Acreditación Universitarias (FAPEYAU) aunque recomendó que el Ministerio circunscribiera la autorización a la evaluación externa de universidades. El fundamento fue que las consecuencias académicas, sociales y jurídicas de las acreditaciones requerían aquilatar una experiencia previa en la evaluación de instituciones.  Se estableció un contacto entre ambas agencias para transmitir procedimientos y coordinar el empleo del Registro de Expertos, que sería común a todo el sistema. La restricción para que la entidad privada participara en procesos de acreditación de grado y posgrado hasta nuevo aviso, minimizó el impacto de la pluralidad de agencias sobre las actividades en general. A la vez, dificultó su afianzamiento como una institución sustentable desde el punto de vista económico-financiero, porque los servicios de la CONEAU son gratuitos, aún para universidades privadas, mientras que los de sus sucedáneas privadas deben ser afrontados por los usuarios.

                Una segunda entidad privada, la Fundación Agencia Acreditadora de las Américas, solicitó y obtuvo su reconocimiento un año más tarde, en 2003.  Fue iniciada por el segundo grupo de universidades privadas. Recibió su autorización, al igual que el caso anterior, sólo para evaluar instituciones y no para acreditar programas. No entró aún en operaciones.
                 Con el gobierno justicialista elegido en 2003 se produjo un giro ideológico en ese movimiento político. El neoliberalismo fue sustituido, con parecido pragmatismo, por la tendencia a una mayor intervención y regulación estatal sobre los mercados. En educación la confrontación con la tradición reformista dejó paso a una ecléctica convergencia. El cambio de las motivaciones gubernamentales estuvo acompañado por la opinión pública y, por lo tanto, el margen para que el aseguramiento de la calidad como actividad medular sea compartido entre una comisión nacional y entidades privadas es en la actualidad bastante menor.
               Un aspecto conexo fue discutido en CONEAU en 2004. Tiene que ver con las dificultades organizacionales y funcionales para afrontar un creciente caudal de actividades evaluativas. La sucesión de las convocatorias de acreditación, el incremento de la nómina de carreras de grado de interés público, entre otros factores, hizo que la estructura de funcionarios y el presupuesto de la CONEAU sean ampliados en proporción. La interrogante es hasta qué punto ese mayor volumen podría ser absorbido sin  mengua para la eficiencia y calidad del desempeño institucional.
                Sensible al problema e instado por el servicio jurídico del Ministerio la CONEAU dictó, luego de intensos debates, la Ordenanza 40/2004 (Manual de procedimientos sobre administración delegada de la evaluación de carreras por parte de EPEAUs, en el marco de las convocatorias de grado y posgrado) por la cual reglamenta la potencial descentralización o transferencia de actividades a otras agencias de evaluación, entre las que podrían estar las privadas habilitadas u otras autorizadas a ese efecto. Ese recurso al aporte organizativo de terceros está sujeto a numerosas exigencias y consiste en delegar la implementación de ciertas fases de la evaluación, reservándose las convocatorias y el dictado de las resoluciones, así como supervisando con personal propio la labor a cargo de la agencia concesionaria
.
                Los años siguientes no hicieron necesario o aconsejable poner en marcha el dispositivo de delegación, pero el tema del tamaño y el nivel de gasto así como de la multiplicación de responsabilidades en manos de un solo organismo sigue siendo un tema abierto. Así como en aquella oportunidad la cuestión de la pluralidad de agencias previsto en la Ley de Educación Superior lo puso en la agenda, su tratamiento puede volver a hacerse conveniente en algún momento.
Capítulo 6º.

INICIATIVA PRIVADA Y AUTORIDAD DE REGULACION
Hasta 1958 la Argentina no había legalizado a las universidades privadas. Desde entonces se sucedieron varios regímenes jurídicos que daban al sector un tratamiento especial y diferenciado. Entre 1973 y 1989 se extendió un período de veda por decreto para la creación de universidades privadas. Los sucesivos gobiernos –constitucionales y dictatoriales- consideraron que no estaban dadas las condiciones para estudiar y aprobar los nuevos proyectos institucionales. La idea subyacente era que la veintena de universidades privadas en funcionamiento (23) debía demostrar sus aptitudes mientras el gobierno, al bloquear los nuevos proyectos, preservaría al público de propuestas de alto riesgo.
                La consabida cláusula constitucional sobre la libertad de enseñar y aprender había generado en diversos países de América Latina reacciones dispares. La más indeseable era la de aquéllos que reconocían el derecho absoluto a la fundación de nuevos centros de enseñanza, lo que dio origen a las universidades “garaje”, con los consiguientes interrogantes sobre la seriedad de la enseñanza. La leyenda negra de esa proliferación se acentuaba por el hecho de que los diplomas académicos conferían habilitación directa para el ejercicio de profesiones con alto prestigio social y en áreas críticas.
                Pero, la mora estatal en generar un mecanismo confiable de análisis y evaluación de las nuevas iniciativas fue tan prolongada que se hizo insostenible. El gobierno de Menem (1989-1995 / 1995-1999), con su impronta privatista, descongeló los trámites y, desprovisto de una oficina competente, terminó respondiendo a la presión con una autorización masiva para 22 nuevos proyectos. Esa vuelta de campana de la política de autorizaciones y la amenaza de crecimiento irracional del sistema, convencieron de la necesidad de gestar un procedimiento a través de la legislación.
                En consecuencia, la Ley de Educación Superior (Nº 24.521/1995) fue proyectada, con bastante consenso, como un régimen común para ambos sectores, el público y el privado, así como para las instituciones universitarias y las no universitarias o terciarias, un tramo importante de la oferta que orbita en jurisdicción de las provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

                En el capítulo específico que la LES le dedica al sector universitario privado
, la regulación consiste en lo siguiente:

· primero,  la CONEAU analiza el proyecto de una nueva universidad a través de seis criterios que se refieren a los integrantes de la entidad fundadora, el proyecto institucional, el cuerpo académico, los planes de enseñanza e investigación, los recursos e infraestructura, la vinculación internacional;

· segundo, el informe favorable de CONEAU permite que el Poder Ejecutivo las autorice a un funcionamiento provisorio de seis años con una oferta de carreras acotada.

· tercero, la CONEAU monitoreará el desempeño a través de informes anuales que el Ministerio utilizará para fiscalizarlo; cualquier cambio o innovación debe ser aceptada por la autoridad de aplicación, bajo pena de sanciones.

· cuarto, cumplida la etapa provisoria, la CONEAU debe informar sobre la solicitud de reconocimiento definitivo presentada por la institución; en caso de que la evaluación resulte favorable, un nuevo decreto presidencial la aprueba.

· quinto, las denominaciones y títulos universitarios quedan reservados a los establecimientos autorizados, recayendo sobre los simuladores severas sanciones de inhabilitación personal y clausura. 

· sexto, también la clausura definitiva es la pena máxima que el Ministerio puede   aplicar a las universidades privadas que violan las condiciones de su autorización.     
                Es así como queda en manos de la CONEAU una tarea crucial para la configuración del sistema de educación superior. No es CONEAU una autoridad de aplicación de la ley, función retenida por el Ministerio de Educación pero sí el órgano técnico que debe dictaminar sobre el fondo de la cuestión: si una solicitud de autorización provisoria o de reconocimiento definitivo de una nueva institución universitaria privada merece ser acogida. La función de CONEAU se despliega en tres fases del ciclo de gestación: dictaminar sobre la autorización provisoria, informar sobre el desempeño anual durante la etapa tutelada y dictaminar sobre el reconocimiento definitivo.
                La situación preexistente hacía que los interesados presionaran al Ministerio de Educación, a veces mediante argucias. Entre éstas estaba la política de los hechos consumados. Invocando que se contaba con la media palabra oficial, algunas se aventuraban a iniciar actividades antes de ser autorizadas. La CONEAU heredó dos de estos casos, en áreas del interior del país. Ambos condujeron, después del trámite correspondiente, al rechazo y consiguiente cierre de los establecimientos en 1997, con el imaginable escándalo social. Se trataba de proyectos con baja sustentación académica, a lo que se agregaba la falla ética de haber defraudado a sus propios estudiantes
.
                Otros casos aleccionadores fueron los de dos universidades habilitadas en el período previo a la vigencia de la LES, cuyos patrocinantes eran entidades financieras. Pero, esos bancos cayeron en insolvencia a mediados de la década de los noventa y quebraron, arrastrando en su debacle a las universidades que habían prohijado, que debieron ser liquidadas y cerradas por el Ministerio. Aquí, la regularidad del funcionamiento obligó al Gobierno ante los estudiantes para garantizarles el valor y la continuidad de sus estudios
.
 

                La LES introdujo una nueva figura organizacional denominada Instituto Universitario. Sus responsabilidades y competencias son iguales a las de una universidad pero se dedica a una sola área disciplinar o profesional. En los años sesenta la legislación de facto había contemplado que se crearan Facultades aisladas, al estilo brasileño, pero esa posibilidad nunca se concretó.   
                La mayoría de los proyectos trasladados por el Ministerio y los nuevos que se presentaban a la CONEAU eran de Instituto Universitario. Entre las catorce instituciones puestas en marcha con intervención de CONEAU hasta 2002, once fueron Institutos y sólo tres universidades
. El efecto más importante fue, en primera instancia, disminuir el ritmo y el volumen de las creaciones y en un segundo momento establecer un nivel de exigencias mayor para formular los proyectos, con un probable efecto disuasorio sobre emprendimientos de menor significación académica y social.

                La distribución de tareas con la DNGU trae aparejado que los expedientes son revisados en el Ministerio en todos los aspectos formales, relativos a la constitución de la asociación civil o fundación, la presentación de la caución, entre otros. Una vez remitidos a CONEAU comienza el estudio de los aspectos sustantivos.
               El tratamiento sucesivo de los primeros casos trajo a la CONEAU una experiencia intensa ya que se intentaba un despacho ágil de las solicitudes a la vez que se deseaba imprimirles un trámite riguroso
. El Equipo Técnico, los expertos convocados y los miembros debían conocer en profundidad las propuestas, a  la vez que aplicar a cabalidad los criterios legales.

              El problema de la sucesión de casos, según la lógica de los expedientes administrativos, conspiraba en los primeros tiempos contra el desarrollo de una racionalidad pública, basada en argumentos que justificaran e hicieran equitativas las decisiones. Entre los miembros, más allá de cualquier contradicción personal, se manifestó un clivaje que agrupaba, por un lado, a quienes consideraban que la autorización provisoria debía concederse por principio a cualquier iniciativa bien inspirada y, por el otro, a quienes pensaban que el proyecto de una nueva institución universitaria tenía que reunir en potencia todos los rasgos que deben caracterizar a un sistema universitario de calidad garantizada. 

              Para estos últimos era importante analizar los casos particulares en forma conjunta y comparativa dilatando un poco su resolución individual en aras de una consistencia general. Esta metodología fue abriéndose paso a partir de la realización de  seminarios, talleres y debates, por parte de consultores, asesores y el Equipo Técnico, de manuales y técnicas para regularizar los procedimientos y estandarizar los criterios de la ley, de manera que el estudio de todos lo casos tuviera parecida profundidad y dejara un aprendizaje institucional. 

               Diversos ejes conceptuales fueron jalonando ese desarrollo progresivo, no exento de contramarchas y polémicas. Uno fue identificar la misión expuesta en el proyecto institucional como un elemento de juicio clave que permitía evaluar la integración de todos los otros factores presentes; no bastaría entonces una suma inconexa de variables satisfactorias si no se percibía en cada una de ellas la coherencia general que las vinculaba con la intención del grupo fundador y les confería sentido.

              Un segundo eje consistió en que los expertos consultados –que no constituyen un comité o colegiado- sean competentes para asegurar cuanto menos tres exámenes claves y complementarios sobre cada proyecto, a saber: la dimensión institucional, la dimensión académica y la dimensión de los recursos.
              Otro asunto importante fue calibrar la relación entre el propietario de la futura institución y la comunidad universitaria, asegurando que la autonomía que la ley le confiere se plasme en un conjunto de derechos para el personal académico en el desarrollo de las actividades sustantivas y no derive en la arbitrariedad de los titulares de la firma para interferir las lógicas de la enseñanza y la investigación.

              Un punto destacable es el de pertinencia, pauta de análisis introducida por el decreto reglamentario, que significaba que sería tenido en cuenta el aporte del proyecto al sistema de educación superior del país, según la región en que iba a emplazarse y que las propuestas académicas a lanzarse hicieren una contribución original y agregaren un valor social apreciable. 

              Los debates suscitados entre los miembros en torno a la aplicabilidad del criterio de pertinencia en el análisis de proyectos de nuevas universidades privadas hacía surgir diferencias conceptuales en torno a si cada resolución favorable a la autorización daba curso al derecho subjetivo de los solicitantes –que, por cierto, así es- o si al mismo tiempo debía considerarse su incidencia sistémica en la educación superior.
              En el segundo supuesto, la CONEAU se convertía en un organismo estatal que apoyaba al Ministerio de Educación y al Congreso en el diseño e implementación de las capacidades nacionales para proveer educación superior a los ciudadanos, de manera que sus pronunciamientos debían fundarse también en los aspectos contextuales que determinaban la factibilidad e impacto social de las iniciativas particulares. Las relaciones orgánicas que podían y debían establecerse entre las evaluaciones y el planeamiento racional, a diferentes escalas, aparecían con frecuencia en el centro de los debates. 
Capítulo 7º

EVALUACION UNIVERSITARIA Y PLANEAMIENTO
Además del antecedente estadounidense, la evaluación institucional tenía dos centros de referencia influyentes: uno era Francia con el Comité Nacional de Evaluación de las Instituciones Científicas, Culturales y Profesionales de Francia (CNA) de 1984
 y otro Brasil con el Programa de Avaliação Institucional das Universidades Brasileiras (PAIUB)
 de 1993. En ambos casos se trataba de introducir la evaluación a través de organismos estatales que mediante procedimientos públicos de estilo académico permitieran descentralizar la gestión estatal directa, aumentando el grado de autonomía en la gestión de las universidades. 
              Se propiciaba el cambio y actualización de las comunidades académicas, considerando que la publicidad de sus actividades ayudaría a romper una cierta inercia conservadora, a la vez que en la visión de ciertos grupos activistas del ámbito universitario el auto estudio participativo sobre las prácticas institucionales generaría conciencia y conocimiento para que estudiantes, docentes e investigadores se predispongan a favor de una transformación.
                En los primeros años ‘90 una propuesta de consultores argentinos del Banco Mundial, en el marco de la fase preparatoria del futuro PRES fue presentada ante las universidades. Era el Proyecto 06, un pormenorizado listado de variables e indicadores cuantitativos que despertaba la sospecha de que su objetivo estaba puesto en instituir un ranking de universidades. La reacción, en general, fue crítica hacia aquel enfoque pero desencadenó sí un conjunto de reuniones técnicas y políticas convocadas por el Consejo Interuniversitario Nacional, con amplia concurrencia de especialistas en educación superior y directivos. Al cabo de esa serie de consultas el Consejo Interuniversitario Nacional alcanzó un Acuerdo Plenario en el cual se establecían una serie de resguardos de la autonomía y salvedades conceptuales y técnicas sin las cuales no se aceptaría la evaluación externa de las universidades.

               Aún antes de sancionada la LES el Ministerio de Educación habilitó un programa que financiaba a las primeras universidades públicas que quisieran realizar una evaluación institucional. A través de sendos convenios se contaba así con tres experiencias preliminares que fueron las universidades nacionales de Cuyo, Sur y la Patagonia San Juan Bosco. La expectativa por entonces abierta era que los informes de evaluación servirían de plataforma para proyecto de inversión a ser financiados en el marco del préstamo del BIRF; ya veremos que así no fue.
               Una vez constituida la CONEAU y contando entre sus miembros con ex rectores que habían participado activamente en aquellas deliberaciones, la primera actividad encarada fue elaborar un documento doctrinario sobre la naturaleza de las evaluaciones externas, que sería aprobado una vez que hicieran conocer su opinión el CIN y el CRUP, las entidades que agrupan a los rectores de las universidades públicas y privadas. Incorporadas sus sugerencias se publicó en 1997 “Lineamientos para la evaluación institucional”
, un trabajo colectivo de los miembros y el Equipo Técnico de la CONEAU que ofrece el marco de principios y garantías para las evaluaciones externas. Fue editado con una carta abierta  del Presidente de la CONEAU a los rectores con recomendaciones acerca de cómo hacer una buena autoevaluación.

                  En 1997 la CONEAU realizó en Buenos Aires un Seminario Taller con expertos de diversos países para tener un panorama comparado y encarar así las evaluaciones externas con las fórmulas más adecuadas
. Entre las variantes analizadas estuvo la británica que consistía en un comité de visita numeroso, compuesto por expertos en las principales disciplinas que se pronuncian sobre la calidad académica de cada una de las carreras dictadas. Otras estrategias, como la propuesta por la experta francesa, hacían hincapié en la institución como tal y por eso contaban con un comité de evaluadores más reducido, apto para mirar los principales aspectos del quehacer académico sin emitir juicios de calidad particulares sobre las carreras.

                Visto que la CONEAU debía afrontar en el momento oportuno la evaluación para la acreditación de las carreras de grado y posgrado como una función aparte, el modelo británico fue considerado, además de complicado para su implementación, una fuente de eventuales duplicaciones del esfuerzo y los recursos. La noción de que la universidad podía estudiarse parte por parte pero evaluarse ‘como un todo’ pareció más conveniente.
                El foco de la evaluación institucional fue puesto entonces en reflexionar sobre la identidad que la universidad infunde a sus miembros, a través de todas sus unidades académicas y funciones. Ese objeto de análisis llegó a definirse como calidad institucional, una abstracción que permitía distinguirla de la calidad académica específica de las diversas áreas de estudios para que, por aparte, sea evaluada en procesos especiales, las acreditaciones de carreras. Llegaría el momento que ambos hemisferios de la realidad fueren evaluados con el mismo ritmo de seis años por la propia CONEAU y, por lo pronto, debía preverse su mutua complementación así como la eficiencia general de las actividades
.
                La autoevaluación podía encararse con el apoyo de un consultor externo, o bien con una comisión o un gabinete interno, lo que le impregnaría un cierto aire tecnocrático; aunque también podía adoptarse como responsabilidad directa por los cuerpos colegiados de las universidades. En muchas universidades públicas esta última era la opción con más voltaje político, que confería la suficiente jerarquía institucional y facilitaba un caudal participativo amplio que se consideraba consustancial a una buena autoevaluación.

                 El recorrido por los numerosos informes de evaluación externa publicados en la página de CONEAU permite ver los cambios de foco, método y alcances que sufrieron a lo largo del tiempo. Para analizar esa variabilidad hay que considerar que son apreciaciones sin referente evaluativo externo fijo. Claro que debe tomarse en cuenta el marco jurídico y programático estampado en la LES, pero no hay estándares o criterios con base en los cuales pueda emitirse juicio alguno de aprobación o censura sobre una institución autónoma, tanto sea oficial o privada. De allí que la evaluación institucional en la Argentina no esté seguida de la acreditación por un cierto término de la universidad, como es usual en EUA. 
                El hecho de que las evaluaciones externas concluyan con informes públicos bastante extensos y detallados que contienen juicios y recomendaciones sobre diversos aspectos de la institución, lleva a los directivos universitarios a preguntase porqué encarar un esfuerzo tan exigente sin incentivos a la vista. La LES declara que son un deber de las universidades pero nunca se estableció una sanción por incumplimiento. En consecuencia muchas universidades se autoevaluaron porque sus líderes perseguían un cambio y se valieron de la movilización interna y la incidencia de la visita y el informe externo para crear condiciones en pro de ese curso de acción, movilizar fuentes externas de legitimidad y comprometer el apoyo de los actores internos. Una investigación sobre varios casos revela que varias de las evaluaciones institucionales de la primera época fueron empleadas como palanca externa para cambios endógenos
.
               La Comisión Nacional de Mejoramiento de la Educación Superior formada en 2001, con especialistas de distintos partidos y corriente teóricas, entregó un dictamen con propuestas de reformas en 2003. Allí figuraba la necesidad de dinamizar a las universidades a través de un aumento presupuestario pero en especial mediante un dispositivo gubernamental que fije prioridades y convoque a formular proyectos de desarrollo institucional que las universidades pudieran poner a financiamiento del gobierno, propulsando la reconversión del establecimiento, si fuere necesario.
                En ese sentido, se pensó que podía ser recuperado el imaginario original de la evaluación institucional, que la veía como un mapa para inversiones que viabilicen modernización o cambio estructural en las organizaciones universitarias. El sistema francés de las contrataciones establecidas entre el Ministerio de Educación y las universidades a partir de los noventas permite una comparación estimulante. Algo comparable ocurrió en la educación superior de Cataluña
. Cabe aclarar que, en el contexto francés las evaluaciones del Comité Nacional de Evaluación pocas veces fueron la llave del acceso a ese financiamiento, ya que la Dirección Nacional a cargo del programa tenía sus propias reglas y procedimientos. No exigía la evaluación institucional y contándose con ella podía o no ser utilizada.  
               Sin embargo, un modelo para armar como el argentino permite coordinar las piezas. A principios de la presente década la SPU promovió la creación de un programa presupuestario llamado FUNDAR
, con tres universidades como experiencia piloto (Universidades nacionales del Sur, la Patagonia Austral y Cuyo), para políticas de inversión y cambio apoyadas en la evaluación institucional El planeamiento central plurianual de la universidad lo aprobaría mientras el FUNDAR monitorearía sus resultados. Se intentaba emular técnicas de gestión modernas pero eludir, a la vez, su lógica competitiva y los efectos de fragmentación sobre la base institucional
. 
               Ese esbozo de política pública no fue profundizado y más bien fue sustituido en 2003 y 2004 por otro: una serie de programas especiales temáticos y para algunas disciplinas, coordinados éstos con los consejos nacionales de decanos (v.g. AFACIMERA y CONFEDI), todo lo cual instauró el síndrome de las “ventanillas múltiples”, bien caracterizado obstáculo para la planeación y las políticas institucionales en pro de la calidad
. 
               Pero, cualquiera fueran los caminos de la acción estatal, es evidente que pivotan en torno a la producción evaluadora de la CONEAU, en tanto y en cuanto ésta logre armonizar sus fines de aseguramiento con objetivos de mejoramiento de la calidad. Esa centralidad se debe a los atributos de la evaluación y acreditación como herramienta de política pero, también, a la ausencia o escaso desarrollo del planeamiento y de la orientación y aplicación de inversiones sobre prioridades de democratización, diversificación y calidad de la educación superior.
Capítulo 8º
COMUNIDADES DISCIPLINARES Y NIVEL DE POSGRADO
El rasgo típico de la educación superior latinoamericana fue hasta hace poco la carrera de grado profesional, larga y autosuficiente
. En la Argentina esa matriz organizativa empezó a cambiar de manera gradual en los últimos 25 años, aunque sin responder a una política deliberada.

                 La conformación de un nivel de posgrado en todas las disciplinas, las científicas, humanísticas y profesionales, es una innovación institucional de fuste. Claro que los doctorados y otros formatos de posgrados son tradicionales pero el carácter generalizado, masivo y prestigioso con que viene perfilándose en la actualidad es una novedad. El teorema de Burton Clark acerca de que la tensión entre sus funciones de investigación científica y de formación general básica induce a los sistemas universitarios a crear un nuevo nivel de la enseñanza parece verificarse en la Argentina
.

                Por cierto, una de las determinaciones políticas clave del primer gobierno democrático fue reintegrar a la ciencia como parte esencial de la misión de las universidades, para que puedan ser reconocidas como tales. Eso sumado a la tendencia a la admisión universal de los graduados secundarios, redondea la imagen que muestra al desarrollo de los posgrados como un corolario necesario.                 

                La LES se hizo eco de esa tendencia creando tres tipos de carreras: doctorados, maestrías y especializaciones y recurriendo a su evaluación y acreditación obligatoria como vía para resaltar su prioridad política. Los posgrados no reciben una acreditación particularizada en Estados Unidos, mientras que en Brasil la CAPES (Coordenação de aperfeiçoamento de pessoal de nível superior), creada en 1951, utiliza desde hace décadas la acreditación de posgrados como una de las herramientas para la formación de cuadros de alto nivel.
                En la Argentina, la acreditación fue introducida por FOMEC como un requisito necesario para la aplicación de las becas de doctorado y maestría, con las que apoyaba a las universidades. Los programas debían certificar su calidad para aspirar a recibir becarios. Una Comisión de Acreditación de Posgrados (CAP) hizo, en ese marco, la breve primera experiencia (1994-1996). Constituida la CONEAU las actuaciones y el personal de CAP le fueron transferidas. Varios integrantes de CONEAU se habían desempeñado como personal del comité académico de CAP, de suerte que pudo establecerse una continuidad entre ambas instituciones.

                 En 1997 el Ministerio de Educación aprobó la resolución conteniendo los estándares o patrones que eran necesarios para la labor evaluadora de la CONEAU. Se siguió para eso el procedimiento de consulta y acuerdo con el Consejo de Universidades, lo que implicó una apreciable participación de las universidades en la confección por consenso de esos criterios de calidad
.  Aunque se tomó el compromiso de hacer una revisión luego de un ciclo de aplicación, esa actualización no pudo materializarse hasta el momento. Por lo tanto, es en el proceso de aplicación de los estándares donde encontraremos los matices que permiten entender la compleja evolución del nivel de posgrado en la Argentina.
                   La CONEAU discutió desde temprano cómo priorizar la oferta de evaluación para la acreditación. La metodología sería, por continuidad con la CAP, realizar convocatorias. Es decir, dar una oportunidad para que todas las universidades presenten sus carreras antes de una fecha determinada. Para eso había que definir un cronograma que diera cobertura a los tres formatos, las más diversas disciplinas y todas las regiones del país. 
                    Después de dictada una ordenanza para organizar y fijar el procedimiento, se resolvió realizar una convocatoria orientada con exclusividad a las especializaciones médicas. La decisión fue muy discutida pero prevaleció el argumento de que éste era el tramo más tradicional y arraigado, que convenía prestar el servicio allí donde era más necesario y que empezar el esfuerzo por el área más exigente y acaso más problemática implicaría un logro cuyas repercusiones facilitarían la tarea en áreas con menor repercusión profesional y social.

                    Por cierto, una comisión asesora de cinco académicos de alto nivel, seleccionados por su experiencia profesional, inserción institucional y perfil académico apoyó a la CONEAU en la elaboración de un listado o nomenclador de especialidades reconocidas, en la definición de que el contenido de estas carreras debía girar en torno a una residencia hospitalaria de varios años y, en general, en la interpretación de los amplios y generales estándares de posgrado para adecuarlos a las condiciones específicas de la medicina
.  

                     En 1998 se completa la convocatoria al resto de las áreas disciplinarias para redondear así un primer ciclo de evaluación sistemática de la oferta de posgrados a escala nacional. Al año siguiente, habiendo estudiado los resultados alcanzados y recapitulado sobre su intensa experiencia los miembros de la respectiva Subcomisión y su Equipo Técnico diseñaron una nueva versión de la Solicitud de Acreditación, modificando el instrumento en que las universidades vuelcan la información con base en la cual serían evaluados los programas, e introduciendo una nueva lógica de análisis para que los pares académicos arriben a un juicio.

                     Poco tiempo después, la CONEAU fue sorprendida por una resolución del Consejo Superior de la Universidad de Buenos Aires que suspendía la presentación de posgrados para su acreditación (Res. Nº 3927/26-4-2000/HCS). Al parecer, el motivo desencadenante de esa ruptura fue una resolución del Ministerio de Educación que obligaba a las Universidades a hacer público cuál había sido el resultado de la acreditación de sus posgrados y a comunicársela a cada aspirante en el trámite de inscripción (Res. Nº 95/2000 MEC). 
                     La UBA invocaba el fallo judicial que le permitía resistir la aplicación de algunos artículos de la LES, anunciaba un sistema propio de evaluación mediante pares extranjeros (que nunca concretó) y publicaba dos anexos conteniendo un estudio técnico de los dictámenes de CONEAU sobre sus carreras de posgrado en el que se señalaban contradicciones, inconsistencias y arbitrariedades que la perjudicaban. Se trató de uno de los desafíos institucionales más agudos que podían presentarse. La UBA es la más importante universidad del país, tenía en entredicho judicial las competencias legales de CONEAU, amenazaba con escindirse del sistema nacional de aseguramiento y, lo más grave, impugnaba la seriedad académica y la articulación lógica de las resoluciones sobre acreditación.
                    La CONEAU resolvió dar una respuesta de bajo perfil público pero con argumentos sólidos que convencieran sobre la corrección y rigor técnico de sus procedimientos. El Equipo Técnico fue encomendado para replicar a los anexos de la resolución de la UBA. Ese documento, acompañado de una nota explicativa, fue enviado a una amplia lista de académicos de todas las disciplinas, en especial unos 500 pares evaluadores y miembros de comisiones asesoras de todo el país. Después de dar los números representativos del esfuerzo realizado la carta decía:”Obviamente, una tarea de tal magnitud, sin antecedentes en el país, no está libre de errores e imperfecciones. Precisamente por ello, todas las partes involucradas tienen el deber de hacer desde su propia experiencia los aportes necesarios para corregir y perfeccionar el sistema”.

                    El estudio contenido en los Anexos de la resolución UBA dejaba mal parada a CONEAU y emitía una condena intelectual por falta de validez, confiabilidad y seriedad de los dictámenes y resoluciones. Más aún usaba el término “irregularidades” para referirse a la producción evaluativa. Pero, como lo señalaron los técnicos de CONEAU, las tremendas conclusiones de los Anexos no eran proporcionales a los fundamentos encontrados: la base empírica considerada era incompleta, las técnicas de análisis de texto y discurso inadecuadas y los razonamientos pecaban de diversas incorrecciones lógicas. 

                    La estrategia de la CONEAU fue buscar el consenso de los académicos, proveyéndolos de toda la información y evitando otras arenas de discusión más amplias en la que las evidencias aportadas no pudieran ser analizadas con serenidad. Esa opinión pública especializada parece haberse inclinado a favor del organismo de evaluación, entre otras cosas porque sus procedimientos le constaban. El debate, aunque sin estridencias, tiene que haber gravitado porque antes de transcurrido un año del cisma académico, la UBA envió señales conciliatorias. Un diálogo entre las autoridades respectivas, sin otro contenido que el de algunas aclaraciones mutuas, concluyó con una resolución del Consejo Superior en sentido contrario. 
                   La Resolución 5404 del Consejo Superior de la UBA, fechada el 9 de mayo de 2001 dio por restablecido el circuito legal que sitúa a la CONEAU como organismo evaluador de sus posgrados. Unos días después cuatro decanos de la UBA publicaban una solicitada reclamando el retorno de la UBA al sistema nacional de evaluación, invocando que los posgrados de sus facultades estaban soportando una desventaja competitiva con respecto a los de otras universidades públicas y privadas
.

                    Pero, el incidente sirvió como una alarma para revisar con sentido crítico las metodologías de evaluación así como un sinnúmero de detalles que, bien tenidos en cuenta, fortalecieran la legitimidad discursiva de los pronunciamientos públicos sobre acreditación, no sólo de los posgrados sino también de las carreras de grado, cuya primera convocatoria estaba teniendo lugar en simultáneo.
                   Entre 2001 y 2003 la CONEAU convocó a Comisiones Asesoras en nueve diferentes áreas disciplinarias
. Tomando como objeto de estudio las evaluaciones producidas hasta esa fecha, los expertos emitieron un conjunto de pautas interpretativas de los estándares que los adaptaban a las especificidades de cada comunidad académica. Aún cuando esos documentos no fueron de aplicación obligatoria sirvieron mucho para clarificar la tarea de los comités de pares en las siguientes convocatorias a la acreditación de posgrado. Se afianzaba la noción de que los pares debían llegar a sus juicios de calidad particulares a través de argumentos y razones bien fundadas que puedan convencer a los académicos interesados pero también informar a los estudiantes y al público.  
                   La legitimidad de las resoluciones de la CONEAU descansa en la trayectoria y competencia intelectual de los pares académicos. La responsabilidad de la institución es seleccionarlos y convocarlos pero, también, elaborar los procedimientos que guían la autoevaluación de las carreras y el análisis externo. Esos procesos técnicos y el equipo de profesionales estable que representa a la CONEAU en cada evaluación inciden mucho en la fiabilidad de los juicios y resoluciones sobre calidad.
Capítulo 9º

CARRERAS PROFESIONALES Y ACREDITACION

Al contrario de lo que la UBA deslizaba en su resolución sobre los posgrados, la CONEAU no elabora los estándares o patrones de acreditación. Esa función está a cargo del Consejo de Universidades, un órgano consultivo del Ministerio formado por rectores de una veintena de universidades públicas y privadas. Si bien el Ministerio de Educación las aprueba por medio de una resolución esas normas deben corresponder, según los casos, a la consulta o al acuerdo con el Consejo de Universidades.
Esa fuente de legitimidad académica es clave para la estabilidad del sistema de evaluación por dos motivos: primero, porque compromete a las comunidades académicas en una indirecta autoría de los modelos de calidad vigentes; segundo: porque instala un régimen de división de competencias de estilo republicano, que permite la colaboración y el recíproco control entre órganos independientes.


El proceso de aprobación de las normas de acreditación para las carreras de grado tiene su complejidad. En la práctica, las asociaciones de decanos creadas durante la década de los noventa fueron las grandes protagonistas. Por cierto, AFACIMERA en medicina y CONFEDI en ingeniería asumieron, en ese orden, la representación del sistema universitario para gestionar en interés propio la realización efectiva de la acreditación de carreras de grado, acerca de lo cual existían dudas de que fuera factible  en la Argentina.  

La LES adoptó como criterio que sólo una parte del espectro de carreras está sujeto a la acreditación. Se trata de las carreras que otorgan títulos exclusivos para el ejercicio de profesiones reguladas por el estado. Medicina e ingeniería fueron las dos primeras carreras  profesionales que obtuvieron ese estatus. El principal referente evaluativo son los patrones o estándares de acreditación pero también son regulaciones importantes los contenidos básicos curriculares, la intensidad de la formación práctica y las actividades profesionales reservadas al título.

En el caso de medicina se notó la influencia de los precedentes norteamericanos de normas de calidad, traducidos en un estilo profuso y detallado. A la vez, el nivel de calidad “deseado” fue bastante elevado con respecto al estado de situación de las facultades de medicina. Con un diagnóstico implícito acerca de las limitaciones prevalecientes, la asociación de facultades trazó un ambicioso norte corporativo. Los principales problemas percibidos fueron la masiva admisión de estudiantes en las tradicionales universidades públicas, la demanda del sistema de salud pública en torno a introducir un enfoque formativo basado en el enfoque de atención primaria de la salud y la carencia de un ciclo final de internado rotatorio que se relacione con el perfil de los graduados.


 La acreditación de carreras de grado fue la última de sus funciones legales que la CONEAU puso en marcha, ya que la implementación dependía de la aprobación de las normas de calidad. Ya puestas en vigor las condiciones formales, surgió empero el inconveniente de que la considerable brecha entre los criterios de calidad y la situación real promedio de las carreras podía implicar una no acreditación generalizada. De manera informal las universidades plantearon un compás de espera de varios años para que entretanto se llevaran a cabo las reformas necesarias. Pero tanto retraso en la actividad evaluadora hubiera potenciado la incertidumbre acerca de si en el futuro se darían o no las condiciones apropiadas.


Como conclusión los estándares de acreditación fueron aprobados con una cláusula de un año de gracia a favor de las instituciones. Por su  parte, CONEAU dictó una ordenanza en la que creaba, al lado de la acreditación plena por seis años, una acreditación parcial de tres años. Esta última podía concederse en casos de déficit con respecto a los estándares, a cambio de que la universidad asuma compromisos de ejecutar las mejoras oportunas y precisas que permitan esperar que la carrera cumpla con los estándares en un plazo razonable.

Además, la CONEAU convocó a las universidades aún antes del plazo de un año y la mitad de ellas asistieron a ese llamado de manera voluntaria, aún concientes de que la acreditación “plena” era difícil de obtener. De hecho sólo dos de las 24 escuelas de medicina por entonces existentes fueron acreditadas por seis años, cuatro resultaron no acreditadas y la gran mayoría fueron acreditadas de manera condicional y revisadas mediante una segunda evaluación externa antes de serles extendido el plazo para completar el período.


A lo largo de este primer ejercicio la CONEAU desarrollo guías de auto evaluación y de evaluación externa y fijó procedimientos para el desempeño de los pares que constituirían con los años un estilo definido para el abordaje técnico de la actividad. 
Un punteo de los rasgos más destacados de esa política indica lo siguiente: a) autoevaluación participativa, apoyada en una recopilación amplia de información; b)  ordenamiento de los numerosos estándares en un reducido número de dimensiones, cada una de ellas referida a un aspecto saliente de la realidad de las carreras; c) composición equilibrada de los comités de pares con personal de alto nivel y perfiles complementarios; d) entrenamiento de los pares en un método interpretativo y contextual de análisis orientado a los juicios cualitativos; e) análisis de consistencia hecho por los comités de pares que analizaron los diferentes casos de una convocatoria, para unificar y generalizar, en la medida de lo posible, los criterios adoptados.   

Por su parte, las ingenierías propusieron 13 especialidades lo cual multiplicaba el desafío técnico y operativo para evaluarlas. Las normas habían sido maduradas durante varios años por la asociación de facultades, integrada por las universidades públicas. En esta disciplina el diagnóstico de falencias y objetivos de desarrollo era explícito. Había consenso en que se sufrían carencias de equipamiento e inversiones, que los planes de estudio eran demasiado extensos y que hacía falta implementar la práctica profesional supervisada. El país atravesó durante la década de los años ‘90 una etapa de desmantelamiento de buena parte de su aparato industrial. Ese contexto fue decisivo para la pérdida de atractivo de las ingenierías entre los jóvenes aspirantes al ingreso. El ingreso y la graduación habían descendido a niveles alarmantes.

En 2002 se inició el proceso de autoevaluación de las ingenierías. Las guías elaboradas por la CONEAU introducían algunas novedades. La primera fue la informatización de los datos; otra, la presentación conjunta de las carreras pertenecientes a una misma unidad académica. Por lo tanto el contexto institucional y la formación básica eran evaluadas como rasgos comunes, dejando para cada comunidad de especialistas la evaluación de sus ciclos específicos y de su relación con la facultad y los tramos generales de la formación.


La logística para implementar la evaluación fue muy exigente; eran más de 240 carreras agrupadas en cerca de ochenta establecimientos. Para eso el país se dividió en regiones y las visitas se programaron de manera escalonada, de suerte que contingentes de pares originarios de un área geográfica se trasladen a otra, ayudando a la movilidad académica.  
 
La cuestión de la práctica profesional supervisada, una exigencia de calidad primordial, fue resistida por muchas universidades. Era poco frecuente que las carreras contaran de manera obligatoria y sistemática con esa fase de la formación. La convocatoria de acreditación no produjo una alteración mágica en la materia pero, por cierto, operó como factor de cambio asegurando su inclusión en los planes de estudio y el compromiso formal de que fuera un requisito inexcusable para la graduación. Los convenios entre las universidades y las empresas se multiplicaron, en el marco de la reactivación económica que, en los años 2000, favoreció estos vínculos.

La CONEAU diseñó una prueba de resultados de la formación que se aplicó a estudiantes voluntarios que tenían el 80 % de las materias cursadas. El ACCEDE (Análisis de conocimientos y competencias efectivamente dominadas por los estudiantes) constaba de varios problemas y subproblemas, confeccionados en base al mapa de conocimientos y competencias previstas en los contenidos básicos curriculares de cada especialidad, que fueron desarrollados por profesores de todas las facultades de ingeniería del país y seleccionados por un grupo de ellos.

             Rindieron la prueba numerosos estudiantes, alrededor del 50 % del total posible, y sus desempeños corregidos e informados por un equipo central de profesores, fueron devueltos a tiempo para que las carreras los empleen como insumo para su autoevaluación, detectando dificultades y pudiendo identificar tanto los logros como las limitaciones  de su programa de enseñanza. 

El ACCEDE fue una estrategia metodológica para introducir el análisis de resultados en un proceso caracterizado por la orientación de su mirada más hacia insumos y procesos. El ACCEDE no arrojó efecto alguno en lo que hace a la clasificación o ranking entre las universidades, pero permitió conocer un panorama general del estado de la enseñanza de las ingenierías a escala nacional. La evaluación para la acreditación cerró un flanco abierto por la incidencia de las pruebas de resultados como estrategias evaluativas rivales (el Examen Nacional de Cursos de Brasil más conocido como provao, por ejemplo) y demostró su versatilidad para absorber distintos enfoques y métodos en un proceso amplio de conocimiento. 

Aunque ya las carreras de medicina habían obtenido del gobierno nacional la apertura de oportunidades para financiamientos adicionales orientados a invertir en áreas deficitarias, fueron las ingenierías las que generaron la creación de la primera acción orgánica de subsidio al desarrollo de las carreras profesionales que tomaba como mapa los dictámenes de acreditación y, en particular, los compromisos adquiridos en los planes de mejoramiento contenidos en las acreditaciones parciales. 

El programa se denominó PROMEI (Programa para el Mejoramiento de las Carreras de Ingeniería) y dotó ingentes sumas para la compra de equipamiento, montaje de laboratorios y formación y contratación de equipos docentes y de investigadores en las facultades. Programas similares fueron lanzados en ocasión de la convocatoria a cada una de las sucesivas carreras de interés público: agronomía, bioquímica y farmacia, arquitectura, veterinaria, entre otras.

Esa correlación entre evaluación e inversiones permite reflexionar sobre las consecuencias de la puesta en marcha de estos procesos de aseguramiento de la calidad en la Argentina, registrando el hecho de que uno de sus impactos más llamativos reside en el impulso al mejoramiento.  
Capítulo 10º
ACREDITACION E INTERNACIONALIZACION

Además de su contribución a la modernización de los mecanismos nacionales de garantía pública de calidad y a dinamizar las políticas de mejoramiento de la calidad a nivel estatal y universitario, las evaluaciones y acreditaciones surten un efecto potente en la mayor conectividad internacional de la formación universitaria. 


En América Latina, por razones culturales, es inherente a la acreditación de una institución o un programa universitario que sus títulos contarán con la expectativa favorable de facilitar la movilidad académica y la circulación profesional. Hasta ahora, esa virtud de las acreditaciones opera más como una promesa que como una realidad.


Sin embargo, en pocos años de vigencia, las acreditaciones en América Latina están abriendo, aún con timidez, interesantes horizontes para que sus titulaciones incrementen su validez más allá del ámbito nacional de expedición.


Es decir, la evaluación y acreditación no sólo expresa políticas de reforma hacia los respectivos sistemas nacionales de educación superior sino también refleja la creciente incidencia de la internacionalización sobre cada país; son un vector común que introduce códigos de clasificación universitaria que favorecerán los intercambios.


Más aún, el episodio de la incorporación de la educación superior como rubro de intercambio en la ronda de servicios de la Organización Mundial del Comercio revela que un grupo de potencia económicas y académicas (EUA, Japón, Australia), sumado a un conjunto de agentes privados interesados, desea cambiar la lógica prevaleciente en los sistemas nacionales de educación superior para deslegitimar sus regímenes de orden público y librar los mercados a la oferta de proveedores transfronterizos con ánimo de lucro.

La evaluación y acreditación mediante agencias, también privadas, era una estrategia central para hacer viables aquellos tráficos, ya que sin un certificado externo los prestadores transfronterizos no podrían suscitar confianza en sus potenciales clientes. Pero, el carácter estatal prevaleciente en la divulgación de la evaluación y acreditación en América Latina ha sido una traba para su instrumentación a favor de los proveedores transfronterizos. En cambio, la articulación externa que posibilita es internacional en el sentido estricto, establece puntos de contacto y equivalencias entre los sistemas nacionales estructurados según la lógica jurídica y política de sus Estados.


Dos líneas de trabajo de CONEAU demuestran esa tendencia. Una la creación de RIACES, la Red Iberoamericana de Acreditación de Calidad de la Educación Superior y, otra, el desarrollo del sistema ARCU-SUR, Acreditación de Carreras Universitarias del MERCOSUR-Educativo. 

RIACES fue fundado por iniciativa de ANECA y CONEAU entre otras agencias de América Latina. Encuentros y reuniones entre sus directivos y los encargados de las relaciones internacionales convencieron de la necesidad de contar con una conexión estable para intercambiar experiencias y colaborar en la gestación de la actividad en el conjunto de los países. La pertenencia a INQAAHE, Red Internacional para el Aseguramiento de la Calidad en Educación Superior, indicaba la conveniencia de una organización regional. 


La Asamblea fundacional fue en Buenos Aires en mayo de 2003. En el estatuto aprobado se define que son miembros plenos los ministerios o secretarias de educación superior y las comisiones nacionales o agencias oficiales de los países y que contarán con un voto por país. Esta configuración marca que la presencia del Estado es decisoria y decisiva en RIACES, como no lo es tanto en INQAAHE, una red que se configura en la sintonía de las organizaciones de la sociedad civil global.


A lo largo de tres composiciones de su Mesa Directiva, RIACES ha desarrollado una intensa actividad de cooperación internacional. Sus propias asambleas anuales, complementadas con talleres y seminarios han llevado la temática de la evaluación y acreditación por diversas capitales de la región. Sus acciones de capacitación y movilidad de personal técnico, la cooperación horizontal entre agencias, el envío de observadores a procesos nacionales y el desarrollo de CINTAS, un programa de matriz española destinado a racionalizar y sistematizar la gestión interna de las agencias, son todas contribuciones efectivas al conocimiento mutuo y al desarrollo de la actividad. Por tres años consecutivos RIACES ha recibido apoyo económico de UNESCO y el Banco Mundial mediante un grant para el fomento de las redes regionales de acreditación.

Interesa destacar la realización de acreditaciones internacionales experimentales en varias carreras de grado. Esos procesos, que siguen el modelo del Mecanismo Experimental de Acreditación del MERCOSUR-Educativo (MEXA) se basan en el desarrollo de normas de calidad iberoamericanas realizadas en talleres de armonización con participación de expertos de primer nivel de todos los países. Esos criterios de calidad que se redactaron para medicina, agronomía e ingeniería permitieron que las agencias nacionales, en particular del área andina y centro América, convocaran a la autoevaluación de carreras de medicina y agronomía a diversas universidades, organizando la visita y evaluación externa por medio de pares de los otros países miembros. 


En materia de armonización de estándares de calidad está haciéndose otro tanto para los doctorados en ciencias básicas, en estrecha relación con el programa Pablo Neruda de la OEI, Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación la Ciencia y la Cultura, en el marco del Espacio Iberoamericano del Conocimiento lanzado por los Jefes de Estado de la región en las Cumbres Iberoamericanas.

En el MERCOSUR, Mercado Común de América del Sur, creado a través del Tratado de Asunción de 1991 funciona el MERCOSUR-Educativo, presidido por los Ministros de Educación de los cuatro países miembros (Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay) más sus colegas de los países asociados (Bolivia y Chile), a quienes se agregó luego Venezuela, país en trámite de incorporación. La Educación Superior es una de sus tres áreas de política. En 1998 se definió que la acreditación internacional de carreras era una línea de acción prioritaria para la Comisión Coordinadora Regional de Educación Superior.

Eso dio lugar al lanzamiento del MEXA, Mecanismos Experimental de Acreditación que entre 2002 y 2007 coordinó la tarea de las seis agencias nacionales para que mediante comités de pares internacionales y aplicando normas regionales se evaluaran unas sesenta carreras de tres disciplinas-profesiones, medicina, agronomía e ingeniería, demostrando 
.
Una vez evaluado de manera positiva el MEXA dio pié a adoptar una decisión trascendente: la creación de un sistema permanente de acreditación internacional de carreras en el MERCOSUR-Educativo. Por un Acuerdo firmado por los siete presidentes y al que se encuentra en proceso de adhesión Colombia, se puso en marcha en 2008 el ARCU-SUR, Sistema de Acreditación de Carreras Universitarias del MERCOSUR. Por medio de convocatorias escalonadas el programa inicial prevé evaluar unas 750 carreras universitarias en los ocho países hasta 2011. Las normas de calidad ya están elaboradas y alcanzan a las tres titulaciones del MEXA más Arquitectura, Odontología, Veterinaria y Enfermería.
El ARCU-SUR es un componente clave para constituir al MERCOSUR-Educativo en una región activa en la cooperación para la integración en Educación Superior. Las agencias nacionales son las protagonistas ya que las tareas se cumplen en red sin ninguna superestructura burocrática central. En la actualidad un proyecto del Banco Interamericano de Desarrollo, dentro del programa de Bienes Públicos Regionales está gestionándose para dar apoyo a la Red de Agencias Nacionales de Acreditación en la institucionalización del sistema. Entre los objetivos del grupo se cuentan la proyección regional y extra regional de las carreras universitarias con calidad comprobada a través de un certificado o sello con visibilidad mundial. 

             Como se advierte, el MERCOSUR-Educativo y su complementariedad con RIACES sugieren una estrategia para que la evaluación y acreditación de la calidad universitaria sean un eje para el acercamiento entre las políticas públicas de los países miembros de manera que cuenten con herramientas adicionales, e introducirlos en los flujos regionales y mundiales del intercambio académico y científico. Sin embargo el propósito es generar un estilo propio de cooperación regional, promover integración endógena y, sin embargo, abrirse al contacto y la colaboración con todas las regiones.
Lo muestran la búsqueda de inserción de estas actividades tanto en el Espacio Iberoamericano del Conocimiento cuanto en el ENLACES, Encuentro Latino Americano y Caribeño de Educación Superior, lanzado por la Conferencia de Educación Superior de Cartagena de Indias de 2008 y ratificado luego de la Conferencia Mundial de Parías de 2009, instancias todas en que la calidad universitaria y su evaluación y acreditación aparecen como una función a jerarquizar por parte de los sistemas nacionales y de las redes regionales y mundiales.
.

A MANERA DE CONCLUSION
Dejamos expuestos un puñado de afirmaciones con las que pretendemos culminar el recorrido. No obstante, somos concientes de que, más que un cierre, cada una de las siguientes observaciones constituyen pautas para la prosecución y profundización del análisis. Queden entonces consignadas como rastros para ésta u otras búsquedas que se preocupen por entender mejor las causas y razones que se encuentran detrás de este veloz y curioso desarrollo de la evaluación y acreditación de la educación superior en la Argentina.
A- La CONEAU es un caso interesante para estudiar la implantación y desarrollo de capacidades estatales. En un país con una acusada debilidad de sus instituciones públicas y continuas deficiencias en el ritmo y profundidad de su desarrollo, la cuestión de la solidez y vigor del estado es crucial para el futuro. En cuanto a los parámetros para establecer el suceso de una intención de creación de capacidades estatales
 la CONEAU sale prima facie bien ubicada. Nos referimos a que se han radicado recursos humanos y presupuestarios significativos, se ha proyectado una influencia comprobable entre las instituciones y los actores interesados en la educación superior y se ha combinado esfuerzos con otras reparticiones estatales preexistentes dentro y más allá del Ministerio de Educación, para que los resultados alcanzados escapen a la trampa de la suma cero. 
B- En la Argentina actual, la influencia de la política competitiva ha cambiado su forma pero prosigue sobre el sistema universitario en general y, en particular, sobre la CONEAU
. Más allá de ingenuidades o invectivas esa deriva demanda un análisis objetivo capaz de sopesar ventajas e inconvenientes. La apertura de los cuadros directivos de la agencia a las propuestas provenientes del Congreso implica una articulación con el mundo político. Debe estimarse si los vínculos con la vida académica y profesional salen perjudicados. Los aludidos son vértices del “triángulo de coordinación” (Estado, elites académicas, mercado), al interior del cual se desenvuelve la evaluación y acreditación y, por lo tanto, su equilibrio recíproco es recomendable para su estabilidad.
C- Los pares académicos de otros países que participan en evaluaciones y acreditaciones internacionales realizadas por la CONEAU o por invitación como observadores de los procesos nacionales ofrecen un testimonio y opiniones muy relevantes acerca de la implementación de las diversas funciones. Lo mismo puede decirse de las evaluaciones externas, realizadas por expertos. En el caso de CONEAU hay un caudal importante de críticas y aportes entregados por la evaluación externa de 2007 realizada por tres especialistas extranjeros bajo la coordinación del IESALC de UNESCO. También se cuenta con trabajos formulados con motivo del cierre del proyecto de préstamo del Banco Mundial. Esas fuentes, bien atendidas y exploradas las grietas e imperfecciones que ponen de manifiesto, son una vía privilegiada para romper la endogamia y el conformismo que amenazan siempre a los procedimientos repetitivos.

D- Después de una experiencia secular la evaluación y acreditación forman parte del paisaje institucional de la educación superior norteamericana. Sin embargo los académicos y directivos no esperan que desde allí se produzcan las conmociones que llevan a la innovación y el cambio. En el resto del mundo y en la Argentina, donde estos mecanismos son de reciente aplicación y han sido adoptados con rasgos originales, su contribución a la dinámica de la mejora y el cambio universitario requiere otras consideraciones. Es marcada la orientación hacia el mejoramiento que revisten estos procesos en casi toda América Latina, los estímulos a la introducción de modernos conceptos de gestión en el ámbito de universidades y facultades y el pretexto que dieron para que los líderes más arriesgados empujaran sus reformas, recurriendo al Estado para obtener los fondos adicionales indispensables. La frecuencia e importancia con que las disciplinas académicas cambian ahora sus propuestas curriculares, las inversiones en equipo e infraestructura y el incremento de la participación de docentes en propuestas de formación continua y en posgrados son algunos de los indicadores que sustentan esta afirmación. 
E- Los procesos de transnacionalización de la educación superior responden a intereses e intenciones de actores reales en la época actual. La oportuna acción modernizadora de los sistemas de educación superior en el orden interno de los países pero también la multiplicación de flujos regionales y extraregionales para el intercambio, la movilidad, la cooperación y la integración coadyuvaron a preservar el carácter público de la educación superior. Un pequeño pero destacable papel en esos episodios contemporáneos atañe a la evaluación y acreditación y, en el acotado marco iberoamericano, a la participación que con esa orientación tuvo la CONEAU, en representación de la Argentina.  
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